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Iniciativa per Catalunya Verds




A LA MESA DEL CONGRESO DE DIPUTADOS

Al amparo de lo establecido en el artículo 110 del Reglamento del Congreso de los Diputados, el Grupo Mixto presenta las siguientes enmiendas al Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico (expte. nº 121/000068), a instancia del Diputado Joan Saura Laporta, de Iniciativa per Catalunya Verds.

Palacio del Congreso de los Diputados

Madrid, 15 de abril de 2002

Joan Saura Laporta





Portavoz

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

a la exposición de motivos del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el segundo párrafo del epígrafe 3 por el siguiente texto:

“El lugar de establecimiento del prestador de servicios es un elemento esencial en la Ley, porque de él depende el ámbito de aplicación no sólo de esta Ley, sino de todas las demás disposiciones del ordenamiento español que les sean de aplicación, en función de la actividad que desarrollen y del ámbito territorial. Así mismo, el lugar de establecimiento del prestador determina la ley y las autoridades competentes, tanto estatales como, en su caso, autonómicas y locales, para el control de su cumplimiento, de acuerdo con el principio de la aplicación de la ley del país de origen que inspira la Directiva 2000/31/CE.”
Justificación

La modificación propuesta pretende dejar constancia de la eventual existencia de normas autonómicas aplicables en función del lugar de establecimiento y, del hecho de que las Administraciones autonómicas y locales tienen atribuidas competencias sobre materias en las que la actividad de prestación de servicios de la sociedad de la información puede incidir directamente. Del mismo modo, dichas Administraciones Públicas tienen atribuidas competencias de inspección y sanción en esas materias. 

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

a la exposición de motivos del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye, en el tercer párrafo del epígrafe 3, “mostrar” por el siguiente texto:

“facilitar el acceso a”

Justificación

Se pretende adecuar el texto de la Exposición de Motivos a la redacción del artículo 10, evitando así que pueda interpretarse que la obligación que para el prestador se establece en dicho artículo (disponer de los medios que permitan (…) acceder por medios electrónicos, de forma permanente, fácil, directa y gratuita, a la información allí citada) únicamente cabe cumplirla “mostrando” los datos, y no a través de otros sistemas que cumplan igualmente los requisitos del artículo 10. 

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

a la exposición de motivos del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade, en el primer párrafo del epígrafe 4, después de “contratos por vía electrónica,”, el siguiente texto:

“tengan o no las partes contratantes la condición de prestadores de servicios de la sociedad de la información,”

Justificación

Pretende clarificar el ámbito de aplicación de las disposiciones sobre contratación electrónica, para dejar constancia de que también rigen (con las salvedades que el propio Proyecto establece) cuando ninguna de las partes del contrato es un prestador de servicios de la sociedad de la información. Todo ello en la medida en que cabe entender del texto de la Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la información, en particular el comercio electrónico en el mercado interior (en adelante, la “Directiva 2000/31/CE”) que el régimen de contratación por vía electrónica establecido en la misma no es aplicable únicamente a los contratos celebrados por prestadores de servicios.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 1 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

El apartado 2 queda redactado de la siguiente forma:

“Las disposiciones contenidas en esta Ley se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas estatales o autonómicas ajenas al ámbito normativo coordinado, en el sentido que a dicho concepto se le atribuye en el Anexo de la presente Ley, o que tengan como finalidad la protección de la salud y seguridad pública, incluida la salvaguarda de la defensa nacional, los intereses del consumidor, el régimen tributario aplicable a los servicios de la sociedad de la información, la protección de datos personales, la confidencialidad de las comunicaciones, la protección de la propiedad intelectual e industrial y la normativa reguladora de Defensa de la competencia.”
Justificación

Aunque en principio no pueda decirse que la redacción del precepto suponga la ignorancia, por parte del Estado, del papel de las Comunidades Autónomas, creemos que el texto propuesto resulta más adecuado con el régimen de distribución competencial del Estado, pues se realiza, en el texto del artículo que se comenta, una enumeración de materias en las que el Estado tiene competencia exclusiva (tal es la salvaguarda de la defensa nacional, protección de la salud y seguridad pública), pero también materias sobre las que las Comunidades Autónomas ostentan competencias. Así, los intereses de los consumidores, la protección de datos personales, etc.
Por otro lado, la mención a la aplicabilidad de la normativa específica reguladora de la  confidencialidad de las comunicaciones, tiene su base en el Considerando 15 de la Directiva 2000/31, objeto de trasposición. La mención de la aplicabilidad de la normativa específica reguladora de la propiedad intelectual e industrial, tiene su base en el Considerando 50, y en el Artículo 3.3 y el Anexo de la citada Directiva.
De no incluirse dichas menciones expresas, podría interpretarse, indebidamente, que la normativa reguladora de la confidencialidad de las comunicaciones, y la de propiedad intelectual e industrial, no resultan aplicables a los servicios objeto de regulación por el Proyecto de Ley.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 2 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade, al final del apartado 1, un nuevo párrafo con el siguiente texto:

“Los criterios mencionados en este apartado 1 serán asimismo de aplicación cuando se trate de determinar el lugar de establecimiento de un prestador de servicios dentro del territorio de España, a los efectos de la normativa aplicable por razón del territorio y de la delimitación de las competencias de las distintas administraciones territoriales.”

Justificación

La propuesta de introducción de un inciso en el que expresamente se establezca como punto de conexión para la aplicación de la Ley en el ámbito interno y de las competencias de las distintas administraciones territoriales el de establecimiento en dicho territorio, obedece al cumplimiento del principio de territorialidad. En este sentido, para la efectiva realización de las competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma u otras administraciones territoriales, en virtud del marco constitucional, resulta preciso establecer cuándo debe entenderse que la actividad de la administración correspondiente se lleva a cabo dentro de su ámbito territorial de competencia.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 2 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
Se añade, al final del apartado 2, el siguiente texto:

“únicamente respecto de aquellos servicios de la sociedad de la información que se presten desde el establecimiento permanente situado en España.”
Justificación

Para aquellos prestadores de servicios no establecidos en España en el sentido del artículo 2.1 del Proyecto, pero que dispongan de un establecimiento permanente situado en España, se pretende aclarar que el alcance de la aplicación del Proyecto queda restringido únicamente a aquellos servicios de la sociedad de la información que dicho prestador preste desde un establecimiento permanente en España, evitando que la aplicación de la normativa española se extienda a los restantes servicios prestados desde otro Estado; teniendo en cuenta además la existencia de las salvaguardas y excepciones previstas en los artículos 3, 4 y 8. 

Esta restricción resulta coherente con lo manifestado en la Exposición de Motivos del Proyecto, y en el Considerando (19) de la Directiva 2000/31/CE. De no incluirse está aclaración cabría construir una interpretación contraria al principio de control en origen previsto en la Directiva 2000/31/CE (Considerando (22) y artículo 3).
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 2 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

El primer párrafo del apartado 3 queda redactado de la siguiente forma:

“A los efectos previstos en este artículo, se presumirá que el prestador de servicios está establecido en España cuando el prestador se haya inscrito en un Registro Mercantil español, o en otro Registro Público en el que lo estuviera para la adquisición de personalidad jurídica.”
Justificación

La eliminación de la referencia a las “sucursales” inscritas en un Registro Mercantil español pretende evitar que la mera existencia de una sucursal registrada en España comporte la íntegra aplicación de la Ley española a la generalidad de las actividades del prestador de servicios (aunque éste se halle “establecido” en otro Estado miembro o bien los demás servicios se presten desde otra sucursal establecida en otro Estado miembro). Con esta eliminación, y conforme a la enmienda propuesta sobre el artículo 2.2, al prestador sólo le aplicará el régimen del Proyecto en cuanto a los servicios prestados desde la sucursal en España. Esto resulta coherente con el concepto de “establecimiento permanente” acuñado en la normativa fiscal (en la que se inspira el Proyecto, según se reconoce en la Exposición de Motivos), y además permite preservar el principio de control en origen que consagra la Directiva 2000/31/CE.

Por otro lado, se amplía la presunción por la que un prestador de servicios se considera establecido en España a aquellos prestadores que se hayan inscrito en otros Registro Públicos, distintos del Registro Mercantil, para la adquisición de su personalidad jurídica (a modo de ejemplo, cabe citar el Registro de Fundaciones y el Registro de Cooperativas, entre otros). Con ello se pretende evitar la discriminación que el actual texto del Proyecto establece al referir la presunción únicamente a los prestadores de servicios inscritos en el Registro Mercantil, con las consecuencias que de ello derivan en cuanto a la aplicación de las disposiciones del Proyecto de Ley.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 2 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
Se añade un nuevo apartado con el siguiente texto:

“5. En el ámbito de sus respectivas competencias, cada Comunidad Autónoma podrá adoptar las medidas a que se refiere el artículo 8 de la presente Ley cuando el prestador de servicios de la sociedad de la información dirija sus servicios específicamente al territorio de dicha Comunidad Autónoma.”

Justificación

Se pretende trasladar a la estructura territorial del Estado el mecanismo de control en determinadas materias sobre las actividades de un prestador de servicios establecido en otro Estado miembro.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 2 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
Se añade un nuevo apartado con el siguiente texto:

“6. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, esta Ley se aplicará también a los prestadores de servicios de la sociedad de la información establecidos en otro Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo cuya actividad se dirija principalmente o en su totalidad hacia el territorio español.

Se entenderá que la actividad del prestador de servicios se dirige principalmente o en su totalidad hacia el territorio español, entre otros casos, cuando el volumen de actividad dirigida a territorio español suponga más de la mitad de su volumen total de actividad, o cuando los servicios ofrecidos en cualquiera de las lenguas oficiales en España, supongan más de la mitad de los servicios ofrecidos por el prestador.".
Justificación

Se trata de una cautela necesaria de todo punto, a fin de evitar establecimientos ficticios buscados a propósito para eludir la legislación española.  La cautela encuentra amparo expreso, tanto en el Considerando 57 de la Directiva, como en la Jurisprudencia del Tribunal de Justicia mencionada en dicho Considerando.

Además, en necesario precisar cuándo se puede entender que una actividad se dirige principalmente hacia España.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 3 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
Se añade, al final del apartado 2, el siguiente texto:

“, con pleno respeto a las disposiciones de la normativa autonómica que, en su caso, sea de aplicación en función del lugar en que radique el bien inmueble.”

Justificación

Se pretende dejar expresa constancia de la existencia de normativa civil autonómica con especificidades en materia de derechos reales.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 3 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

El apartado 3 pasa a tener el siguiente redactado:

“Los prestadores de servicios a los que se refiere el apartado primero quedarán igualmente sometidos a las normas de derecho español, tanto estatales como, en su caso autonómicas, que regulen las materias señaladas en dicho apartado.”
Justificación

La redacción propuesta obedece a la motivación de la enmienda expuesta en relación con el artículo 1.2 del Proyecto puesto que en el primer apartado del presente precepto se enumeran materias que no son solamente competencia estatal sino también autonómica tales como las establecidas en los tres primeros apartados.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 4 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
Se sustituye el texto del segundo párrafo por el siguiente:

“Cuando los prestadores dirijan sus servicios específicamente al territorio español o bien, en general, cuando el destinatario de sus servicios radique en España, quedarán sujetos, además, a las obligaciones previstas en esta Ley, siempre que ello no contravenga lo establecido en tratados o convenios internacionales que sean aplicables.”

Justificación

El actual texto del Proyecto prevé que a un prestador de servicios establecido en un Estado de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo se le aplique el Proyecto, por lo que a las materias del artículo 3.1 se refiere, por el mero hecho de que el destinatario de los servicios radique en España (sin exigir que haya dirigido sus servicios específicamente al territorio español). Por contra, a un prestador de servicios establecido en un Estado no perteneciente al Espacio Económico Europeo, sólo le serían aplicables con carácter general las disposiciones del Proyecto cuando “dirija sus servicios específicamente al territorio español”; en caso contrario (entre otros, cuando haya destinatarios radicados en España, pero no haya dirigido específicamente a España sus servicios), únicamente le serían de aplicación los artículos 7.2 y 8 del Proyecto (según el párrafo primero del artículo 4). 

La enmienda propuesta pretende evitar que los prestadores establecidos en Estados no pertenecientes al Espacio Económico Europeo queden exonerados de la aplicación generalizada del régimen español en casos en que quedaría sujeto al mismo un prestador establecido en un Estado de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo (al menos en cuanto a los supuestos previstos en el artículo 3.1).

Todo ello teniendo en cuenta, no obstante, que el propio artículo contempla la condición de que ello no contravenga lo dispuesto en tratados o convenios internacionales.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 8 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade, en el apartado 1, después de “las autoridades”, el texto:

“judiciales”

Justificación

La presente enmienda persigue la obtención de mayor seguridad jurídica por lo que respecta a la adopción de medidas para interrumpir prestaciones o retirar datos y que pueden afectar a los derechos fundamentales recogidos en la Constitución.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 8 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
En el apartado 1, se sustituye el texto del último párrafo por el siguiente:

“En la adopción y cumplimiento de las medidas de restricción a que alude este apartado y el apartado 2 siguiente se respetarán, en todo caso, las garantías, normas y procedimientos, tanto estatales como autonómicos, previstos en el Ordenamiento jurídico para proteger los derechos a la intimidad personal y familiar, a la protección de los datos personales, a la libertad de expresión y a la libertad de información, cuando éstos pudieran resultar afectados.”

Justificación

La mención introducida relativa a las normas y procedimientos autonómicos guarda su sentido por cuanto las Comunidades Autónomas tienen atribuidas competencias sustantivas que en el redactado del artículo aparecen como principios a proteger.
En cuanto la adición de “y el apartado 2 siguiente”, se pretende establecer con claridad que las órdenes de interrupción de la prestación de un servicio previstas en el párrafo primero del artículo 8.2 del Proyecto también deberían gozar de las garantías contempladas en el artículo 8.1.in fine, por cuanto dichas órdenes pueden igualmente afectar a los derechos fundamentales allí mencionados. En este sentido, el texto propuesto tiene como objetivo dotar de las garantías necesarias la adopción de cualquier medida que pueda suponer una afectación de tales derechos fundamentales.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 8 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
Se sustituye el texto del apartado 4 por el siguiente:

“Fuera del ámbito de los procesos judiciales, cuando se establezcan restricciones que afecten a un servicio de la sociedad de la información que proceda de alguno de los Estados miembros de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo distinto de España, se seguirá el siguiente procedimiento:

a) La autoridad competente requerirá al Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo en que esté establecido el prestador afectado que adopte las medidas oportunas. En el caso de que no las adopte en el plazo de treinta días desde su notificación o que transcurrido dicho plazo resulten insuficientes, dicha autoridad notificará, con carácter previo, a la Comisión Europea y al Estado miembro de la Unión Europea o al Comité Mixto del Espacio Económico Europeo y a su Estado miembro las medidas que tiene intención de adoptar.

b) En los supuestos de urgencia, la autoridad competente podrá adoptar las medidas oportunas, notificándolas al Estado miembro de la Unión Europea o el del Espacio Económico Europeo de procedencia y a la Comisión Europea o al Comité Mixto en el plazo de quince días desde su adopción. Así mismo, deberá indicar la causa de dicha urgencia.

Los requerimientos y notificaciones a que alude este apartado se realizarán siempre a través la autoridad competente por razón de la materia para la comunicación y transmisión de información, a la Unión Europea o ante los órganos del Espacio Económico Europeo.”

Justificación

Con carácter general, deben diferenciarse, a los efectos de notificación o información, entre los requerimientos y notificaciones emitidos a países de la Unión Europea y los emitidos a los países del Espacio Económico Europeo, así como a sus entes superiores (Comisión Europea y Comité Mixto o Consejo del EEE, respectivamente).

A efectos de homogeneización de conceptos, los actos de petición (párrafo a) y los requerimientos (último párrafo) expresados en este apartado deben referirse a los requerimientos.

La falta de sujeción a plazo del procedimiento establecido en el párrafo a) supone una inseguridad jurídica para las autoridades competentes que deben velar por la protección de las funciones que tienen legalmente atribuidas y que, en este artículo, tienen una importancia capital. Asimismo, dicha inseguridad en materia de plazos podría dejar en desuso la aplicación del párrafo a) en beneficio del b), que en origen queda circunscrito a supuestos de urgencia. 

La supresión y modificación en el último párrafo responden a la voluntad de reflejar la estructura territorial del Estado y ampliar la figura del órgano competente encargado de las tareas relativas a requerimientos y notificaciones ante los países miembros de la Unión Europea y del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 9 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
Se sustituye el texto del apartado 1 por el siguiente:

“Los prestadores de servicios de la sociedad de la información establecidos en España que estén inscritos en el Registro Mercantil, o en otro Registro Público estatal o autonómico en el que lo estuvieran para la adquisición de personalidad jurídica o a los solos efectos de publicidad, deberán comunicar a dicho Registro, con el mero fin de facilitar su identificación, el nombre o nombres de dominio que, en su caso, utilicen con carácter permanente, así como todo acto de adición, sustitución o cancelación de los mismos, salvo que dicha información conste ya en el correspondiente Registro.”

Justificación

Evitar cierta ambigüedad de la actual redacción, de la que pudiera llegar a interpretarse que todos los prestadores de servicios de la sociedad de la información vienen obligados a estar inscritos en un Registro público, como requisito previo para proceder a comunicar al mismo su nombre de dominio.

Adicionalmente, la redacción propuesta prevé que el conjunto de prescripciones relativas a comunicación de datos que la Ley establece, puedan efectuarse a modo de anotación registral también en registros propios de las Comunidades Autónomas (de asociaciones, de fundaciones, etc.).

Por otra parte, se pretende dejar expresa constancia de que la comunicación del nombre de dominio al Registro Público que corresponda, no produce otro efecto que el de facilitar su identificación a terceros. Se pretende enfatizar que la anotación del nombre de dominio no persigue producir efectos de publicidad registral formal, teniendo en cuenta que no se prevé que el Registrador deba llevar a cabo ninguna labor de calificación al respecto. 

Finalmente, se añade la obligación de comunicar la adición de nuevos nombres de dominio al Registro Público correspondiente, puesto que el actual texto del Proyecto no contempla el caso de que un prestador de servicios que ya haya comunicado uno o varios nombres de dominio pueda obtener e iniciar el uso permanente de nuevos nombres de dominio, con el fin de utilizarlos adicionalmente a los previamente comunicados.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 9 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
Se sustituye el texto del apartado 3 por el siguiente:
“La obligación de comunicación a que se refiere el apartado primero deberá cumplirse en el plazo de un mes desde que el prestador dé inicio o cese en el uso permanente del nombre de dominio.”
Justificación

La sustitución de los conceptos “obtención”, “sustitución” y “cancelación” por los de “inicio o cese en el uso permanente”, persigue adecuar el dies a quo del plazo a los hechos que determinan las obligaciones de comunicar conforme al artículo 9.1 del Proyecto (obligación de comunicar el nombre de dominio que se utilice con carácter permanente).
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 10 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
Se sustituye el texto del punto d) por el siguiente:
“d) Si ejerce una profesión regulada deberá indicar:

- Los datos del colegio profesional al que, en su caso, pertenezca.

- El título académico oficial o profesional con el que cuente.

- El Estado de la Unión Europea o Estado miembro del Espacio Económico Europeo en el que se expidió dicho título y, en su caso, la correspondiente homologación o reconocimiento. 

- La referencia a las normas profesionales aplicables al ejercicio de su profesión y los medios a través de los cuales se puedan conocer, incluidos los electrónicos.”
Justificación

Aunque la Directiva 2000/31/CE no trata, de forma expresa, la regulación aplicable a los países miembros del Espacio Económico Europeo, Real Decreto 1754/1998, de 31 de julio, por el que se incorporan al derecho español las Directivas 95/43/CE y 97/38/CE y se modifican los anexos de los Reales Decretos 1665/1991, de 25 de octubre y 1396/1995, de 4 de agosto, relativos al sistema general de reconocimientos de títulos y formaciones profesionales de los estados miembros de la Unión Europea y demás Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, establecen los supuestos básicos para la homologación y reconocimiento de títulos académicos oficiales o profesionales.

Parece lógico y ajustado a derecho, en beneficio de los destinatarios de los servicios de la sociedad de la información, que los profesionales nacionales de países miembros de la Unión Europea estén sujetos a iguales deberes de información que los profesionales pertenecientes a otros países del Espacio Económico Europeo.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 10 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
Se sustituye el texto del punto g) por el siguiente:
“g) La referencia a los códigos de conducta a los que, en su caso, esté adherido y la manera de consultarlos electrónicamente.”

Justificación

Se pretende clarificar que basta con poner a disposición del destinatario de los servicios una referencia, sin necesidad de incluir el texto íntegro, y ello por las siguientes razones:

(i)
En lo que respecta a las normas profesionales aplicables al ejercicio de la profesión del prestador de servicios, porque la Directiva 2000/31/CE (artículo 5.1.f) únicamente exige que se incluya la referencia a las mismas.

(ii) En cuanto a los códigos de conducta, por coherencia con el resto del redactado del propio apartado g) del artículo 10, que exige indicar la manera de consultarlos electrónicamente.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 11 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade, en el apartado 1, después de “una autoridad”, el texto:

“judiciales”

Justificación

La presente enmienda persigue la obtención de mayor seguridad jurídica por lo que respecta a la adopción de medidas para interrumpir prestaciones o retirar contenidos y que pueden afectar a los derechos fundamentales recogidos en la Constitución.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 11 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
En el apartado 2, se añade, después de “Ordenamiento jurídico”, el siguiente texto:

“, tanto estatales como autonómicos,”
Justificación

Nos remitimos a la motivación expuesta respecto de la enmienda propuesta al artículo 8.1 del Proyecto en lo que respecta a la normativa autonómica.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 12 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
En el apartado 1, se añade, después de “Ordenamiento jurídico”, el siguiente texto:

“, tanto estatal como autonómico, en su caso”
Justificación

Existen Comunidades Autónomas que ostentan competencias exclusivas con relación al establecimiento de normas procesales y de procedimiento administrativo que se deriven de las particularidades de su derecho sustantivo o de las especialidades de su organización.

Debe destacarse, asimismo, que, en el ámbito de sus propias competencia, las Comunidades Autónomas han adoptado un ordenamiento administrativo tanto sustancial como procedimental.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 14 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de supresión

Se elimina, en el último apartado, el texto “o autoridad administrativa”.

Justificación

En coherencia con enmiendas anteriores que persiguen la obtención de mayor seguridad jurídica por lo que respecta a la adopción de medidas para interrumpir prestaciones o retirar contenidos y que pueden afectar a los derechos fundamentales recogidos en la Constitución.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 15 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
En el apartado 1, se sustituye el contenido por el siguiente:

“Los prestadores de un servicio de la sociedad de la información consistente en alojar datos proporcionados por el destinatario de este servicio no serán responsables por la información almacenada a petición del destinatario, siempre que:

a) no tengan conocimiento efectivo de que la actividad o la información almacenada es ilícita o de que lesiona bienes o derechos de un tercero susceptibles de indemnización, o

b) en cuanto lo tengan, actúen con diligencia para retirar los datos o hacer imposible el acceso a ellos. En todo caso, corresponderá al prestador de servicios acreditar la diligencia en su actuación.
Sin perjuicio de los procedimientos de detección y retirada de contenidos que los prestadores apliquen en virtud de acuerdos voluntarios, se entenderá que el prestador de servicios tiene conocimiento efectivo de las circunstancias señaladas en la letra a), a los solos efectos del presente artículo, cuando una autoridad judicial competente haya declarado la ilicitud de los datos, ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a los mismos, o se hubiera declarado la existencia de la lesión, y el prestador conociera la correspondiente resolución.”

Justificación

La inclusión, en el apartado b), del deber del prestador de servicios de acreditar la diligencia en su actuación, responde a la voluntad de atribuir la carga de la prueba a aquella de las partes que se encuentra en mejor posición al objeto de aportar elementos necesarios para su exoneración.

Por otro lado, se pretende aportar un mayor nivel de seguridad jurídica a los prestadores de servicios de alojamiento de datos, al eliminar la referencia a “otros medios de conocimiento efectivo que pudieran establecerse”. De mantenerse esta lista abierta, el prestador no podría conocer ex ante en qué casos podrá entenderse que tenía “conocimiento efectivo” de la situación de ilicitud o lesividad a efectos de la exoneración de responsabilidad, por lo que tenderá a actuar preventivamente retirando datos o impidiendo el acceso a los mismos aun en situaciones en que no exista resolución de una autoridad judicial competente, con el consiguiente riesgo de lesión de los derechos o intereses del destinatario del servicio de alojamiento afectado. 

Debe tenerse en cuenta que el régimen de exención de responsabilidad de los prestadores de servicios de alojamiento de datos previsto en el artículo 14.1 de la Directiva 2000/31/CE no determina cuándo se entiende que dicho prestador tiene “conocimiento efectivo” de que la información que alberga es ilícita o lesiva.
También en la presente enmienda se persigue la obtención de mayor seguridad jurídica por lo que respecta a la adopción de medidas para interrumpir prestaciones o retirar contenidos y que pueden afectar a los derechos fundamentales recogidos en la Constitución.
Además, se proponen dos precisiones técnicas:  la primera supone sustituir el término "albergar", que no aparece utilizado ni por la Directiva, ni por el Proyecto de Ley en ningún otro lugar, por el más correcto de "alojar", que es el utilizado por el Proyecto.  Y la segunda, supone una trasposición más fiel de lo dispuesto en el Artículo 14.1.b) de la Directiva, además de que los términos "en cuanto lo tengan" (sí utilizados, en cambio, en el Artículo 14.e) del Proyecto),  suponen una determinación temporal inmediata, que se pierde con los términos "si lo tienen" utilizados por el Proyecto.  
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 16 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
En el apartado 1, se sustituye el contenido del punto b) por el siguiente:
“b) en cuanto lo tengan, actúen con diligencia para retirar los datos o hacer imposible el acceso a ellos.

Sin perjuicio de los procedimientos de detección y retirada de contenidos que los prestadores apliquen en virtud de acuerdos voluntarios, se entenderá que el prestador de servicios tiene conocimiento efectivo de las circunstancias señaladas en la letra a), a los solos efectos del presente artículo, cuando una autoridad judicial competente haya declarado la ilicitud de los datos, ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a los mismos, o se hubiera declarado la existencia de la lesión, y el prestador conociera la correspondiente resolución.”

Justificación

En términos equivalentes a los de la enmienda propuesta en relación con el artículo 15.1 del Proyecto, se pretende aportar un mayor nivel de seguridad jurídica a los prestadores de servicios que faciliten enlaces a contenidos o instrumentos de búsqueda, al eliminar la referencia a “otros medios de conocimiento efectivo que pudieran establecerse”. De mantenerse esta lista abierta, el prestador no podría conocer ex ante en qué casos podrá entenderse que tenía “conocimiento efectivo” de la situación de ilicitud o lesividad a efectos de la exoneración de responsabilidad, por lo que tenderá a actuar preventivamente suprimiendo o inutilizando el enlace aun en situaciones en que no exista resolución de un órgano competente, con el consiguiente riesgo de lesión de los derechos o intereses del destinatario del servicio de alojamiento afectado, o bien de incurrir en incumplimiento de las obligaciones contractualmente asumidas por el prestador de servicios.

También en la presente enmienda se persigue la obtención de mayor seguridad jurídica por lo que respecta a la adopción de medidas para interrumpir prestaciones o retirar contenidos y que pueden afectar a los derechos fundamentales recogidos en la Constitución.

Además, se propone una precisión técnica en coherencia con la redacción del Artículo 14.1.e) del Proyecto, y con la propuesta que se realiza en relación con el Artículo 15.1.b) del Proyecto. Además de que los términos "en cuanto lo tengan" suponen una determinación temporal inmediata, que se pierde con los términos "si lo tienen" utilizados por el Proyecto.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 17 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el contenido del apartado 1 por el siguiente:
“A los efectos de lo previsto en la presente Ley, la Administración General del Estado o las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias relativas a materias objeto de prestación de servicios de la sociedad de la información, impulsarán, a través de la coordinación y el asesoramiento, la elaboración de códigos de conducta de carácter voluntario, cuando ello resulte apropiado, de ámbito comunitario, por parte de las corporaciones, asociaciones u organizaciones comerciales, profesionales y de consumidores, en las materias reguladas en esta Ley.

Los códigos de conducta podrán tratar, en particular, sobre los procedimientos para la detección y retirada de contenidos ilícitos y la protección de los destinatarios frente al envío por vía electrónica de comunicaciones comerciales no solicitadas así como sobre los procedimientos extrajudiciales para la resolución de los conflictos que surjan por la prestación de los servicios de la sociedad de la información.”

Justificación

La adición propuesta responde a la posibilidad de impulsar códigos de conducta por parte de la Administración autonómica, por resultar los mismos de asunción voluntaria y siempre que sean impulsados en orden a las materias sobre las que las Comunidades Autónomas hayan asumido competencias y consiguientemente en las que pueda actuar.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 17 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el contenido del apartado 3 por el siguiente:
“Los códigos de conducta a los que hacen referencia los apartados precedentes deberán ser accesibles por vía electrónica. 

Dichos Códigos serán traducidos, por parte de los prestadores de servicios de la sociedad de la información, a las lenguas cooficiales en las Comunidades Autónomas a las que dirijan su actividad, en el sentido del artículo 2.5 de la presente Ley, en aplicación de lo dispuesto en su normativa en materia de política lingüística.

De igual forma, el Ministerio de Ciencia y Tecnología fomentará su traducción a otras lenguas oficiales en la Unión Europea, con objeto de darles mayor difusión.”

Justificación

La propia Directiva 2000/31/CE, en su Considerando (63), pretende ser respetuosa con la diversidad lingüística y las peculiaridades nacionales.

Con relación al último inciso del artículo, se propone el nuevo texto en atención al régimen de doble oficialidad lingüística existente en las Comunidades Autónomas con lengua propia distinta del castellano. El artículo 3 del Estatuto de Autonomía de Catalunya, a modo de ejemplo, reconoce de acuerdo con la Constitución un régimen de cooficialidad de las lenguas catalana y castellana en Catalunya. Al respecto, debe tenerse en cuenta lo establecido con carácter general en la Sentencia del Tribunal Constitucional 87/1997, de 24 de abril (Fundamentos Jurídicos 2 y 3).

Por otra parte, el impulso de la traducción a otras lenguas oficiales de la Comunidad Europea compete al Ministerio de Ciencia y Tecnología, por tratarse el comunitario de un ámbito que excede en mucho al ámbito autonómico de competencias.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 18 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
En el apartado 1, se añade al final, el siguiente texto:

“, tanto estatal como autonómica.”
Justificación

La presente adición obedece al respeto de las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de Comercio Interior, cuyo contenido ha venido determinado, en numerosas ocasiones, por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (Sentencia del Tribunal Constitucional 28/1993, de 9 de julio, Fundamento Jurídico 5, entre otras), y que, precisamente al amparo de la anterior doctrina, debe ejercerse en el marco de las bases establecidas por el Estado en virtud de los artículos 149.1.11 y 149.1.13 de la Constitución.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 18 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
En el apartado 2, se añade, después de “normativa de desarrollo”, el siguiente texto:

“, tanto estatal como autonómica y”
Justificación
En materia de Protección de Datos, las Comunidades Autónomas ostentan competencias ejecutivas, competencia que se ha materializado, ya, en algunas Comunidades Autónomas concretas.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 19 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade un nuevo apartado 3, con el siguiente texto:

“3. Lo dispuesto en el presente artículo 19 se entiende sin perjuicio de cuanto se establezca en materia de Comercio Interior por las Comunidades Autónomas que hayan asumido o que asuman competencias en ese ámbito.”
Justificación

La motivación de la presente enmienda debe remitirse a la justificación de la expuesta para la enmienda del artículo 18 del Proyecto.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 20 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se crea un nuevo apartado, por lo que el contenido actual pasa a formar parte del apartado 1 del artículo. El nuevo apartado 2 tiene el siguiente texto:
“2. Lo dispuesto en el apartado primero anterior se entiende sin perjuicio de las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas en materia de Comercio Interior dentro de su propio ámbito competencial.”

Justificación

La motivación de la presente enmienda debe remitirse a la justificación de la que corresponde al artículo 18 del Proyecto.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 21 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
Se añade, al final del primer párrafo del apartado 2, el siguiente texto:

“, sin que tal revocación pueda tener efectos retroactivos.”

Justificación

A efectos de garantizar la seguridad jurídica del prestador de servicios que lleva a cabo comunicaciones comerciales, entendemos necesario precisar que la revocación del consentimiento prestado a la recepción de comunicaciones no puede afectar a comunicaciones comerciales remitidas con anterioridad a dicha revocación.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 21 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade un nuevo apartado 3, con el siguiente texto:

“3. Lo dispuesto en los apartados primero y segundo anteriores se entiende sin perjuicio de las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas.”

Justificación

Debe destacarse que el primero de los párrafos a comentar hace referencia a la protección de datos de carácter personal, lo que determina la conveniencia de realizar una mención de la referida normativa, a efectos clarificadores.

La referencia a las competencias en materia de Comercio Interior debe fundamentarse sobre la base del razonamiento esgrimido en la enmienda correspondiente al artículo 18.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 22 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade, al final del apartado 3, el siguiente texto:

“accesible para su ulterior consulta y reproducción.”

Justificación

Se propone introducir una precisión técnica de explicación obvia y para coordinar con la redacción del artículo 26.1.b) del Proyecto, ya que, si el soporte no resulta accesible, ninguna utilidad puede tener a los efectos del precepto. 

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 25 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el texto por el siguiente:

“Para la determinación de la ley aplicable a los contratos electrónicos se estará a lo dispuesto en las normas de Derecho internacional privado del Ordenamiento jurídico español, debiendo tomarse en consideración para su aplicación lo establecido en los artículos 2 y 3 de esta Ley. No obstante, en caso de contratos celebrados por vía electrónica en los que intervenga como parte un consumidor residente en España, no podrá privarse al mismo de la protección que le confieren las normas obligatorias relativas a las obligaciones contractuales que impone la legislación española."
Justificación

Los artículos 2 y 3 del Proyecto no establecen un régimen general sobre la ley aplicable a los contratos electrónicos, sino que por una parte, establecen los criterios de conexión para determinar la sujeción a derecho español de las actividades de los prestadores de servicios de la sociedad de la información; y, por otra, contienen algunas normas puntuales que inciden sobre la ley aplicable a determinados contratos específicos, si bien en la mayor parte de casos establecen puntos de conexión idénticos a lo ya dispuesto en las normas preexistentes de Derecho internacional privado del Ordenamiento jurídico español.

También pretendemos, con apoyo expreso en el Considerando 55 de la Directiva, impedir que se pueda privar a los consumidores residentes en España de la protección imperativa que, en cuanto a la legislación aplicable al contrato, prevé actualmente la normativa española en diversos supuestos de contratos celebrados con consumidores. En el mismo sentido, se propone una enmienda al artículo 28.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 26 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

En el apartado 1, se añade, en el punto c), después de “datos” el siguiente texto:

“, antes y después de formalizarse el contrato”

Justificación

La enmienda supone precisar que el prestador del servicio debe poder a disposición del destinatario medios técnicos para corregir errores, cometidos no sólo antes de contratar, sino también detectados con posterioridad.  En otro caso, se permitiría al prestador no admitir corrección alguna de errores detectados con posterioridad a la contratación, dejando al destinatario, especialmente si es consumidor, más indefenso que en la contratación realizada por medios ordinarios no electrónicos.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 26 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

En el apartado 1, se añade, al final del punto d), el siguiente texto:

“Salvo que las partes contratantes acuerden otra cosa y ninguna de ellas tenga la consideración de consumidor, el contrato deberá poder formalizarse en la misma lengua que aquella en la que se realizó la oferta.”

Justificación

El texto propuesto pretende dotar de garantías al proceso de contratación por vía electrónica, de tal modo que el destinatario del servicio pueda contratar, como mínimo, en la misma lengua en que dicho servicio se ha presentado o publicitado en el sitio web del prestador de servicios. Asimismo, se contempla la posibilidad de que las partes puedan, al amparo del principio de autonomía de la voluntad, pactar otra cosa, si bien esta posibilidad se excluye en caso de que alguno de ellos sea un consumidor.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 26 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

En el apartado 2, se añade, en el punto b), después de “con el”, el siguiente texto:

“principal o”

Justificación

La presente pretende limitar la excepción a la obligación de facilitar información, ya que exigir un propósito "exclusivo" de eludir dicha obligación parece demasiado, debiendo bastar con que el propósito de elusión sea "principal".

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 27 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

En el apartado 3, se añade, en el punto b), después de “con el”, el siguiente texto:

“principal o”

Justificación

La presente pretende limitar la excepción a la obligación de facilitar información, ya que exigir un propósito "exclusivo" de eludir dicha obligación parece demasiado, debiendo bastar con que el propósito de elusión sea "principal".

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 28 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye por el siguiente texto:

“Los contratos celebrados por vía electrónica en los que intervenga como parte un consumidor se presumirán celebrados en el lugar en que éste tenga su residencia habitual, sin que la prueba en contrario de la anterior presunción pueda tener como efecto el privar al consumidor de la protección que le confieren las normas obligatorias relativas a las obligaciones contractuales que impone la legislación española.

Los contratos electrónicos entre empresarios o profesionales, en defecto de pacto entre las partes, se presumirán celebrados en el lugar en que esté establecido el prestador de servicios, siempre que dicho lugar tenga alguna conexión objetiva con el contrato, tal como ser el lugar de residencia de al menos una de las partes o el de cumplimiento del contrato.”

Justificación

El lugar de celebración del contrato es uno de los puntos de conexión para determinar la legislación aplicable al mismo. Por ello, la primera propuesta de enmienda, con apoyo expreso en el Considerando 55 de la Directiva, pretende impedir que se pueda privar a los consumidores residentes en España de la protección imperativa que, en cuanto al lugar de celebración del contrato, prevé actualmente la normativa española en diversos supuestos de contratos celebrados con consumidores. La enmienda tiene el mismo sentido que la propuesta en relación con el Artículo 25.
En el segundo párrafo, el lugar de celebración del contrato determinado por la presunción que se establece, debe completarse con la exigencia de que dicho lugar tenga alguna conexión objetiva con el contrato.  En otro caso, podrían darse casos tan paradójicos como el siguiente: un contrato celebrado entre dos empresarios españoles, cuyo lugar de cumplimiento es España, y que, por haber sido celebrado por vía electrónica a través de un prestador de servicios establecido en Irlanda, se entienda celebrado nada menos que en Irlanda.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade un artículo 28bis, que sería el primero del Titulo V, con el siguiente tenor:

"Artículo 28bis. Recursos judiciales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, las partes legitimadas podrán, con arreglo a lo dispuesto en las normas procesales generales, y de conformidad con los procedimientos establecidos en las mismas, solicitar la adopción de las medidas, incluso cautelares, que estimen necesarias para poner término a cualquier presunta infracción y evitar que se produzcan nuevos perjuicios contra los intereses afectados por actividades o servicios de la sociedad de la información".

Justificación

La ausencia de un precepto genérico como el que se propone, que encuentra amparo directo en el Artículo 18.1 de la Directiva,  puede llevar a interpretar que, en relación con las actividades y servicios de la sociedad de la información, no cabe impetrar las acciones procesales generales, sino tan sólo la específicamente prevista en el artículo 29 de la Ley (acción de cesación).

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 33 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
En el apartado 2, se añade, después de “órganos arbitrales”, el siguiente texto:

“tanto estatales como autonómicos”

Justificación

La redacción propuesta resulta más acorde con la existencia de Juntas Arbitrales creadas por diferentes Comunidades Autónomas con funciones en la materia de referencia.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 34 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación
En el apartado 1, se sustituye el contenido del segundo párrafo por el siguiente texto:

“No obstante, las referencias a las autoridades competentes contenidas en el artículo 10, se entenderán hechas a los órganos jurisdiccionales o administrativos, estatales o autonómicos que, en cada caso, lo sean en función de la materia.”
Justificación

La redacción propuesta en esta enmienda tiene en cuenta las competencias que determinadas Comunidades Autónomas puedan ostentar en relación con lo establecido en el presente artículo.

En la redacción del presente artículo debería quedar claramente determinada la atribución de dos potestades de carácter esencial: (i) por un lado, la competencia de control de las obligaciones dimanantes de este Proyecto, únicamente en cuanto se refiere a sus aspectos de carácter más específico del canal electrónico –transmisión de datos o alojamiento de contenidos, por ejemplo– y que pertenece al Estado, a tenor de cuanto prevé el artículo 149.1.21 de la Constitución y; (ii) por otro lado, la potestad de policía sobre las materias sustantivas previstas en el presente Proyecto –infancia, consumidores y usuarios, etc.– cuyo ejercicio corresponderá, de forma evidente, a la Administración que tuviese atribuidas competencias en la materia.

De conformidad con el razonamiento anterior, debe constatarse que los apartados 1 y 2 del presente artículo se dictan al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de telecomunicaciones –artículo 149.1.21 de la Constitución–.

Además, se eliminan las referencias a los artículos 8, 11, 15 y 16 en coherencia con enmiendas anteriores, que persiguen la obtención de mayor seguridad jurídica por lo que respecta a la adopción de medidas para interrumpir prestaciones o retirar contenidos y que pueden afectar a los derechos fundamentales recogidos en la Constitución.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 34 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
En el apartado 3, se añade, después de “legislación sectorial”, el siguiente texto:

“, estatal o autonómica”
Justificación

En coherencia con la enmienda anterior.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 35 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición
En el apartado 2, se añade, después de “en otras leyes”, el siguiente texto:

“, estatales o autonómicas”
Justificación

La redacción propuesta obedece a lo ya establecido para el artículo 1 puesto que en el primer apartado de este precepto se enumeran materias que no son solamente competencia estatal sino también autonómica tales como las establecidas en los tres primeros apartados.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 37 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

Se añade en el punto a) del apartado 3, después de “lo establecido en”, el siguiente texto:

“cualquiera de”
Justificación

Se trata de una mera precisión técnica, para que quede claro que basta el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones referidas.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 38 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el contenido del apartado 1 por el siguiente:

“a) Por la comisión de infracciones muy graves, multa del 1% de los ingresos brutos anuales, el 5% de los fondos totales, propios o ajenos o 600.000 euros.

La reiteración en el plazo de tres años, de dos o más infracciones muy graves, sancionadas con carácter firme, podrá dar lugar, en función de sus circunstancias, a la sanción de prohibición de actuación en España, durante un plazo máximo de dos años.

b) Por la comisión de infracciones graves, multa del 0,5% de los ingresos brutos, el 2% de los fondos totales o 300.000 euros.

c) Por la comisión de infracciones leves, multa de 3.000 hasta 12.000 euros.

Las cuantías establecidas en este apartado podrá ser actualizadas por el Gobierno, mediante Real Decreto, para adecuarlas a las variaciones acumuladas en el índice general de precios al consumo.”

Justificación

En versiones anteriores del anteproyecto de ley, se preveía un sistema de multas como el de la enmienda, que variaran según el nivel de ingresos de la actividad. El sistema proporcional consideramos que se adapta más al mercado empresarial del Estado español.

Además, pretendemos introducir facilidades para actualizar la cuantía de las multas, en función de la variación del índice general de precios al consumo.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 38 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el primer párrafo del apartado 2 por el siguiente texto:

“Las infracciones graves y muy graves podrán llevar aparejada la publicación literal e íntegra, a costa del sancionado, de la resolución sancionadora en el “Boletín Oficial del Estado” o el Diario Oficial correspondiente, así como en dos periódicos de difusión nacional, autonómica o local, en atención al ámbito territorial de repercusión de la conducta constitutiva de la infracción cometida, o en la página de inicio del sitio de Internet del prestador, una vez que aquélla tenga carácter firme.”

Justificación

La mención a otros Diarios Oficiales y a periódicos de ámbito inferior al estatal guarda su sentido en el hecho de que no únicamente es la Administración General del Estado la administración con potestad sancionadora sobre los servicios llevados a cabo.

A pesar de la ubicación sistemática del presente precepto dentro del Proyecto, su carácter esencialmente garantista determina la procedencia de la enmienda que se realiza.

Además, pretendemos exigir la publicación literal e íntegra, pues en otro caso, puede interpretarse que basta con publicar sólo el fallo, o sólo el encabezamiento de la resolución y también que, si se acuerda esta sanción, la misma se publique en todo caso en el BOE y, además, en dos periódicos o en la página de inicio del prestador.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al artículo 42 del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el texto por el siguiente:

“1. Cuando corresponda a la Administración del Estado, la imposición de sanciones por el incumplimiento de lo previsto en esta Ley corresponderá, en el caso de infracciones muy graves, al Ministro de Ciencia y Tecnología y en el de infracciones graves y leves, al Secretario de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información.

No obstante lo anterior, la imposición de sanciones por incumplimiento de las resoluciones dictadas por los órganos o autoridades competentes en función de la materia o entidad de que se trate corresponderá al órgano o autoridad que dictó la resolución incumplida.

2. La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá de conformidad con lo establecido al respecto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en su caso, de conformidad con los procedimientos administrativos sancionadores establecidos por las Comunidades Autónomas y las entidades locales y en sus respectivas normas de desarrollo.”
Justificación

La aclaración en el apartado 1 responde a la necesidad de adecuar su contenido a la existencia de competencias autonómicas sustantivas que puedan derivar en la imposición de sanciones por incumplimiento de las obligaciones previstas en este Proyecto, como se reconoce explícitamente en el párrafo segundo del apartado 1.

Aún cuando el precepto original de por sí ya abarcaría, en determinados supuestos, el conjunto de competencias administrativas con facultades sancionadoras, ello no puede entenderse limitado al artículo 37.2, a) y b) del Proyecto.
Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

a la Disposición Adicional Tercera del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el texto por el siguiente:

“La Junta Arbitral Nacional de Consumo y las Juntas Arbitrales de Consumo de ámbito autonómico, para aquellas solicitudes presentadas que no excedan de su ámbito territorial, establecidas por la Administración General del Estado mediante acuerdos suscritos a través del Instituto Nacional de Consumo, podrán dirimir los conflictos planteados por los consumidores de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 636/1993, de 3 de mayo, que regula el sistema arbitral de consumo, a través de medios telemáticos.”

Justificación

La redacción propuesta resulta más acorde con el papel que están llamadas a cumplir las Juntas Arbitrales de Consumo de las Comunidades Autónomas.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

a la Disposición Final Primera del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico
de adición

Se añade, al final, el texto siguiente:

“, contemplando asimismo las especialidades aplicables a la contratación a través de terminales o dispositivos técnicos cuya configuración dificulte o impida el uso de los mismos para el acceso al texto completo de las condiciones generales del servicio, tales como, entre otros, los terminales de telefonía móvil.”

Justificación

La Disposición Final Primera ofrece una vía apropiada para poner de manifiesto la necesidad de que el Real Decreto 1906/1999, de 17 de diciembre, por el que se regula la contratación telefónica o electrónica con condiciones generales, contemple las especificidades de la contratación de servicios de la sociedad de la información mediante determinados dispositivos técnicos que, dadas sus características, no permiten el acceso al texto de las condiciones generales en condiciones razonables.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

a la Disposición Final Cuarta del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico
de adición

Se añade, después de “Consejo de Consumidores y Usuarios”, el texto siguiente:

“sin perjuicio de las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas,”

Justificación

Con la redacción propuesta se da cabida a los diferentes Consejos Asesores que en materia de consumo puedan haberse constituido en el territorio de una Comunidad Autónoma que haya asumido la competencia en materia de defensa de consumidores y usuarios. La expresión “que en su caso” viene motivada por el hecho de que tal como anuncia la Sentencia del Tribunal Constitucional 15/1989, de 26 de enero “la materia “defensa de los consumidores” no ha sido competencialmente asumida por todas las Comunidades Autónomas en términos de identidad u homogeneidad, por lo que todas aquellas competencias no atribuidas estatutariamente a las Comunidades Autónomas por imposibilidad constitucional, o por simple decisión de los propios Estatutos, habrán sido retenidas por el Estado en virtud del art. 149.3 CE.”

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico
de adición

Se añade una nueva Disposición Final Sexta, con el texto siguiente:

“Los artículos 37 y 38.2 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, no serán de aplicación a las actividades de prestación de servicios de la sociedad de la información.”

Justificación

Esta enmienda pretende adecuar el ordenamiento jurídico español al principio de no autorización previa específica establecido en el artículo 4.1 de la Directiva 2000/31/CE y en el artículo 6 del Proyecto conforme al cual la prestación de servicios de la sociedad de la información no debe quedar sometida a autorización previa ni a ningún otro requisito con efectos equivalentes. 

En este sentido, debe entenderse que la única razón que justifica la exigencia de autorización en las ventas electrónicas es precisamente la utilización del canal electrónico para concluir las ventas, por lo que dicha autorización no tiene encaje en el artículo 6.2 del Proyecto 

A tales efectos, y al hilo de a la iniciativa adoptada desde instancias ministeriales mediante el borrador de Anteproyecto de Ley de reforma de la Ley de Ordenación del Comercio Minorista para la transposición al ordenamiento jurídico español de diversas Directivas comunitarias, el texto propuesto pretende evitar que, para la contratación a distancia de bienes o servicios llevada a cabo exclusivamente a través de medios electrónicos, el prestador de servicios deba ser autorizado por la correspondiente Comunidad Autónoma y figurar inscrito en el Registro que a estos efectos hayan establecido las mismas.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico
de adición

Se añade una nueva Disposición Final Séptima, con el texto siguiente:
“Los artículos 22 a 25 de la presente Ley serán de aplicación tengan o no las partes contratantes la condición de prestador de servicios de la sociedad de la información.”

Justificación

Ni la Directiva 2000/31/CE ni el Proyecto establecen de forma específica que el régimen de contratación por vía electrónica sea de aplicación únicamente a las relaciones contractuales en las que intervenga un prestador de servicios. 

Adicionalmente, aparecen en la citada Directiva normas de las que puede inferirse que el régimen de contratación por vía electrónica podría ser de aplicación a las relaciones contractuales entre partes que no tengan carácter de prestadores de servicios, a tenor del artículo 2 de la Directiva 2000/31/CE y del Anexo de Definiciones del Proyecto.

A tales efectos, cabe hacer referencia a los artículos 9.2.c y 9.2.d de dicha Directiva, en tanto que prevén la posibilidad de que los Estados miembros puedan excluir la aplicación del régimen de la contratación por vía electrónica a determinados contratos que, por su naturaleza, se celebran entre particulares; por ejemplo, los contratos de crédito y caución entre partes que actúan por motivos ajenos a su actividad económica o los contratos en materia de derecho de familia. A sensu contrario, el resto de contratos celebrados entre privados se entenderían subsumidos al régimen aplicable en materia de contratación por vía electrónica previsto en el artículo 9 de la Directiva 2000/31/CE.

En conclusión, al objeto de evitar situaciones de inseguridad jurídica en el marco de las relaciones contractuales entre particulares, se propone la incorporación de esta Disposición Final en el Proyecto a efectos de dejar constancia expresa de la aplicabilidad de los artículos 22 a 25 del Proyecto, relativos al régimen de contratación por vía electrónica, a dichos contratos.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico
de adición

Se añade una nueva Disposición Final Octava, con el texto siguiente:

“1. Corresponden a la competencia exclusiva del Estado, al amparo de lo establecido en los artículos 149.1.6º, 149.1.8º, 149.1.16º y 149.1.21º de la Constitución Española, los siguientes preceptos de la presente Ley: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8.1.a), 8.1.c), 8.2, 8.3, 8.4, 9, 10 –excepto 10.1.1–, 11, 12 –excepto 12.1–, 13, 14, 15, 16, 18, 22, 23, 24, 25, 26 –excepto 26.1.d)–, 27, 28, 29, 30, 31 –excepto 31.1–, 32.a), 32.b), 33, 34, 35, D.A. 1ª, D.A. 2ª, D.T. Única, D.F. 1ª, D.F. 2ª, D.F. 4ª,  D.F. 5ª y nueva D.F.7ª.

2. Tienen carácter de legislación básica, en virtud de lo previsto en el artículo 149.1.13º y 149.1.18º de la Constitución Española y, en su caso, de condiciones básicas del ejercicio de los derechos al tenor de lo dispuesto por el artículo 149.1.1º del propio Texto Constitucional, los siguientes preceptos de la presente Ley: 8.1.b), 10.1.d), 12.1 –en cuanto al régimen de responsabilidad administrativa–, 21.1, 26.1.d), 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43.1, 43.2, 43.3, 44 y nueva D.F. 6ª.

3. Tienen carácter supletorio, en virtud de lo previsto en el artículo 149.3 de la Constitución Española, en la medida en que los Estatutos de Autonomía de cada Comunidad Autónoma prevean la atribución de competencias en cada materia específica, los siguientes preceptos de la presente Ley: 8.1.d), 10.1.f) , 10.1.g), 17, 19, 20, 21.2, 21.3, 31.1, 32.c) y D.A. 3ª.”

Justificación

La previsión de la concreta adscripción a un título competencial de cada uno de los preceptos contenidos en el Proyecto permite delimitar el efectivo alcance de las competencias de cada una de las Administraciones afectadas por los servicios de la Sociedad de la Información y del Comercio Electrónico.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al anexo de definiciones del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de modificación

Se sustituye el contenido de la definición a) por el siguiente:

“a) “Servicios de la sociedad de la información” o “servicios”: todo tipo de servicio prestado normalmente a título oneroso, a distancia, por vía electrónica y a petición individual del destinatario.

El concepto de servicio de la sociedad de la información comprende también los servicios no remunerados por sus destinatarios, en la medida en que constituyan una actividad económica relevante para el prestador de servicios.

Son servicios de la sociedad de la información, siempre que representen una actividad económica relevante, los siguientes:

· la contratación de bienes o servicios por vía electrónica,

· la organización y gestión de subastas por medios electrónicos o de mercados y centros comerciales virtuales,

· la gestión de compras en la red por grupos de personas,

· el envío de comunicaciones comerciales, o

· el vídeo bajo demanda, como servicio en el que el usuario puede seleccionar a través de la red, tanto el programa deseado como el momento de su suministro y recepción, y, en general, la distribución de contenidos previa petición individual.

Son servicios de la sociedad de la información, siempre que representen una actividad económica relevante y no sean realizados por prestadores sin ánimo de lucro, los siguientes:

· el suministro de información por vía telemática,

· el alojamiento de datos, aplicaciones o servicios, facilitados por el destinatario del servicio de alojamiento, o

· el ofrecimiento de instrumentos de búsqueda, acceso y recopilación de datos, la transmisión de información a través de una red de telecomunicaciones,

No tendrán la consideración de servicios de la sociedad de la información los que no reúnan las características señaladas en el primer párrafo de este apartado, y, en particular, los siguientes:

· la relación contractual entre un empleado y su empresario, aun celebrada por vía electrónica.
· las actividades que, por su propia naturaleza, no pueden realizarse a distancia ni por medios electrónicos, tales como el control legal de la contabilidad de las empresas o el asesoramiento médico que requiere el reconocimiento físico de un paciente.
· los servicios prestados por medio de telefonía vocal, fax o télex.

· el intercambio de información por medio de correo electrónico u otro medio de comunicación electrónica equivalente para fines ajenos a la actividad económica de quienes lo utilizan,

· los servicios de radiodifusión televisiva (incluidos los servicios de cuasivídeo a la carta), contemplados en el artículo 3 a) de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se incorpora al Ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, del Consejo, de 3 de octubre de 1989, sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva, o cualquier otra que la sustituya,

· los servicios de radiodifusión sonora, y 
· el teletexto televisivo.”
Justificación

El actual proyecto viene a definir un concepto de servicios de la sociedad de la información tan amplio y deliberadamente ambiguo que se hace imposible distinguir entre aquellos servicios que fueran susceptibles de ser considerados de naturaleza comercial de aquellos que en ningún caso lo son. De este modo, se equiparan sitios web que pueden ser propiamente empresas o negocios con aquellos que pertenecen a particulares, entidades, asociaciones sin ánimo de lucro y similares que en ningún caso tienen como principal objeto la obtención de beneficios. En muchos de estos casos se trata de ingresos marginales dirigidos al mero mantenimiento del sitio. El resultado es mayor confusión jurídica (tratamiento jurídicamente igual de sujetos jurídicamente distintos) y la generación de una desproporción de sanciones que puede provocar la renuncia de particulares y entidades sin ánimo de lucro a incorporarse al campo de las TIC. Esta enmienda pretende distinguir los usos de la Red y no equiparar automáticamente información con mercancía. Intentamos evitar una concepción de la Red como simple negocio, que iguala en el trato a particulares y grandes entidades empresariales, y que relega el uso cívico, ciudadano y las formas de comunicación e información alternativas de un modo preocupante.

Además, en cuando a las exclusiones, nuestra propuesta tiene su amparo en el Considerando 17 "in fine", y en el Considerando 18 "in fine", ambos de la Directiva.

Enmienda nº

que presenta el Diputado Joan Saura Laporta (Iniciativa per Catalunya Verds)

al anexo de definiciones del Proyecto de Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico

de adición

En la definición c), se añade, al final, el siguiente texto:

“Quedan excluidas de esta definición aquéllas que estén registradas como asociaciones sin ánimo de lucro y que no realicen una actividad económica relevante.”

Justificación

En coherencia con la enmienda anterior.
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